Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 17 minutos.) 


-En el marco del tratamiento del proyecto de ley “Personas en situación de calle. 
Obligatoriedad de su asistencia”, tenemos el gusto de recibir al Director General de Secretaría del 
Ministerio del Interior, doctor Charles Carrera, para conocer su opinión acerca de la participación de 
esta Secretaría de Estado en la determinación de la obligatoriedad de brindar asistencia a quienes se 
encuentran en situación de calle. Agradecemos su presencia y le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR CARRERA.- En principio, el Ministerio del Interior está de acuerdo con el proyecto de ley 
porque considera que es una herramienta que servirá para solucionar algunas de las complejas 
situaciones que se viven en nuestras ciudades. El Ministerio del Interior, a diferencia de otras Carteras 
citadas, tendrá un conjunto de obligaciones menores, como acompañar a los médicos en el traslado de 
las personas que se encuentran en situación de riesgo a aquellos lugares que disponga el MIDES o el 
Ministerio de Salud Pública. 


En cuanto al texto del proyecto de ley, el artículo único establece que quedarán 
comprendidas “las personas de cualquier edad”. Nosotros proponemos que se agregue: “en situación 
de vulnerabilidad, que se encuentren en situación de intemperie completa, con riesgo de graves 
enfermedades”. La vulnerabilidad puede ser física, mental o producto de situaciones de riesgo 
vinculadas a la violencia o al delito. En los casos de vulnerabilidad física o mental, debe existir el 
respaldo de un médico, pero también hay situaciones de riesgo vinculadas a la violencia o al delito que 
tal vez tengan como protagonistas a menores de edad. En estos casos sería necesaria la participación 
del INAU para que establezca las medidas a tomar con respecto a esos niños, niñas o adolescentes. 
Hasta el momento, estas son las observaciones que queremos hacer al proyecto de ley. 


Por otra parte, creemos que habría que estudiar todo lo que tiene que ver con la logística y la 
operatividad de la iniciativa. Quizás tendrían que citar a los representantes del Ministerio de Economía 
y Finanzas para considerar este punto, porque no se trata solamente de que el Parlamento tome la 
decisión de crear esta herramienta, sino que hay que tener en cuenta la logística y la operatividad de la 
normativa. No sabría decirles cuántos lugares o locales se podrían destinar a estos efectos; creo que, 
en tal sentido, habría que consultar al MIDES. A su vez, habría que preguntar a las autoridades del 
Ministerio de Salud Pública el número de salas de internación existentes para saber, por ejemplo, si 
alcanzan o si habría que habilitar más. 


Como ya señalé, habría que consultar a los representantes del Ministerio de Economía y 
Finanzas a efectos de analizar todo lo relativo a la logística del proyecto de ley, que será útil a los 
demás compañeros de las distintas Carteras para poder poner en marcha la iniciativa. 


En principio, nuestra opinión es favorable aun cuando tenemos las salvedades que 
acabamos de exponer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos el aporte del doctor Charles Carrera y dejamos abierto el 
diálogo para que los señores Senadores puedan realizar las consultas del caso. 


SEÑORA XAVIER.- Agradezco al doctor Carrera por haber concurrido a este ámbito a comentar el 
proyecto de ley a estudio de la Comisión 


Creo que entre todos tenemos que ayudar a sintonizar exactamente qué queremos lograr 
con la aprobación de este proyecto de ley. Se ha dicho que ya existe normativa legal al respecto y que 
no habría que crear un nuevo marco legal; en este sentido, se hace referencia a dos normas, de 1936 y 
1941: la ley del psicópata y la de vagancia. Pensamos que estas leyes no se adecuan a la realidad que 


queremos plantear. Tal como se establece en el artículo 7% de la Constitución, queremos que el Estado 
ayude a proteger la vida de quien se encuentra en riesgo, por ejemplo, de perderla o de enfermar 
gravemente. A ello ustedes agregan el componente de la vulnerabilidad, pero habría que ver de qué 
manera esas condiciones quedan completamente ensambladas y no son tomadas por separado. En lo 
personal, me parecería fantástico que el país tuviera un sistema de captación de todas las personas 
que por alguna razón se encuentran en situación de calle. A veces, vemos algún gurí, que está vestido, 
pero que a las once de la noche se encuentra durmiendo en la calle. Uno puede presumir que ese niño 
va a continuar durmiendo en la calle, que quizás transitoriamente no volvió a su casa y nadie se 
preocupó de si había regresado o no a su hogar. Ese es un chico vulnerable frente a la noche. 


Ahora bien, me da la sensación de que no tenemos la posibilidad de enfrentar todos los 
riesgos que puede correr una persona en situación de calle, cualquiera sea su edad. Ese individuo es 
pasible de ser víctima de delito o puede delinquir para sobrevivir frente a determinadas situaciones. 
Pero no creo que aquí se aplique la ley de vagancia, porque no es un riesgo para la sociedad que 
fundamentalmente queremos atenuar, aun cuando ustedes integran un Ministerio que debe velar 
esencialmente por el conjunto de los derechos de toda la sociedad. Sí queremos proteger el derecho 
de esa persona que circunstancialmente, no solo por razones de patología mental, no está cuidando 
adecuadamente de sí misma. 


En función de las cifras que nos han brindado -que no solo tienen la gravedad del número 
absoluto, sino que indican una tendencia creciente a pesar de las mejoras que el país objetivamente 
muestra en materia de reducción de la indigencia y de la pobreza- advertimos que se trata de un 
fenómeno bastante complejo del que quizás no se hayan develado todas las incógnitas; tal vez cuando 
logremos entender el perfil de la gente en situación de calle, ya exista otro fenómeno que la torne más 
compleja. 


Inclusive, como estamos frente a un debate presupuestal en materia de Rendición de 
Cuentas, queremos lograr que esto sea sostenible. No solo queremos rescatar de los fríos intensos a la 
gente de la calle, sino elaborar un sistema que luego se vaya perfeccionando y ampliando, pero que 
hoy tenga el mínimo grado de sostenibilidad como para poder implementarlo y llevarlo adelante 
mientras sea necesario. Incluso, hay que tener en cuenta la temporalidad y analizar si esta situación se 
da durante todo el año. A uno le parece que las personas en situación de calle no son tantas en verano 
como en invierno. En el verano, y con el turismo, la gente se dispersa; pero quizás esa impresión se 
deba a que en el invierno las consecuencias son más agudas. Si el Ministerio tuviera algún elemento 
de esa naturaleza, sería bueno que lo hiciera llegar a la Comisión, porque obviamente cualquier 
redacción es perfectible. Así como se agrega un aspecto interesante, como es el de la vulnerabilidad, 
hay que ver si ese factor es independiente o se suma a las situaciones de grave riesgo de salud o 
pérdida de la vida. Eso es algo que todavía no me queda totalmente claro. Por supuesto que entiendo 
lo que es estar en situación de vulnerabilidad, pero no sé si ustedes quieren ampliar el objeto de la ley 
al incorporar esa definición. 


SEÑOR UMANSKY.- Debo decir que desde ya compartimos el espíritu de este proyecto de ley y, 
dadas la urgencia y la temporalidad de la situación, entendemos que es prioritario considerarlo ahora. 
Además, existe una instancia presupuestal que permitiría perfeccionar la iniciativa. 


En el afán de atender lo que la señora Senadora Xavier refirió sobre la complejidad de la 
situación, nos gustaría aportar algunos elementos y, a su vez, realizar una propuesta complementaria. 
Cuando la señora Ministra de Desarrollo Social asistió a esta Comisión, brindó cifras que nos muestran 
el perfil de la situación. Se informó que se hicieron dos relevamientos en el área metropolitana de 
Montevideo: uno en el año 2007 y otro en 2010. En 2007 había 350 personas en situación de calle y en 
2010 había 550. De ese informe surge que el 90% de esas personas sufrían patologías mentales y que 
el 89% eran hombres. El rango de edad más frecuente era de 30 a 55 años y la edad promedio 
descendió en 2010 con relación al año 2007. 


Tal vez estos datos sirvan para ir orientándonos y mejorar la redacción del proyecto de ley. La 
cantidad de personas sin techo aumentó un 57% en tres años, pese a la bonanza económica y a los 
programas sociales. Es evidente que el problema de la droga está influyendo mucho y a veces, por 
más que se tomen medidas sociales paliativas, es muy difícil enfrentar este flagelo. Aparentemente, 


según lo informado por el Ministerio de Desarrollo Social, los cupos disponibles en los refugios son 
cerca de ochocientos. Ustedes saben tan bien como nosotros que hay algunos aspectos culturales -sus 
pocas pertenencias y, en algunos casos, sus mascotas- que impiden que estas personas acepten ser 
asistidas. Los propios integrantes del Ministerio de Desarrollo Social decían que, si bien las locaciones 
no son muy grandes, estas personas son asistidas, pero se podría contemplar la posibilidad de 
internarlas. 


Lo cierto es que el problema se ha ido agravando y cabe pensar que la complejidad y la 
temporalidad en que se desarrolla llevan a que tengamos que enfrentar la situación con nuevas 
medidas. Es evidente que la coordinación de los Ministerios resulta fundamental. En estos temas 
tienen competencia las Carteras de Desarrollo Social, de Salud Pública y del Interior; cada una de ellas 
desempeña activamente sus cometidos dentro de su ámbito, pero tal vez haya un problema que no es 
extraño a la realidad presupuestal uruguaya: cuando hay programas de distintos Ministerios, la 
coordinación resulta sumamente difícil. Entonces, pienso que deberíamos prever alguna instancia, 
programa o forma semiinstitucional para que este problema pueda ser abordado con una labor de 
coordinación mucho más profunda e intensa, que se atenga específicamente al objetivo de las 
personas sin techo. 


En consecuencia, aprovechando la instancia presupuestal, podría imaginarse alguna forma 
orgánica de atender esta problemática, ya sea con fondos de los tres Ministerios o con un fondo 
específico, repartiendo las funciones pertinentes entre las Carteras para que estas sepan qué hacer en 
cada caso. 


¿Por qué hemos ingresado en este detallismo? Porque finalmente es el que lleva a que los 
programas puedan implementarse y lleguen a quienes son sus destinatarios. El gran drama de las 
políticas sociales es que si bien todos tenemos la buena voluntad de atender e implementar las 
coberturas correspondientes, cuando llega el momento de gestionarlas, lamentablemente no somos tan 
exitosos; esta es nuestra realidad. 


Por eso considero que en este proyecto de ley debería tenerse en cuenta todo aquello que 
contribuyera a que la implementación de los programas, así como su puesta en ejecución y recepción 
por parte de la población objetivo a la que estamos tratando de cubrir, pudiera realizarse de mejor 
manera. 


En este sentido, adelanto que voy a proponer algunas enmiendas, cuyo autor intelectual es el 
doctor Solari, quien nos ha asesorado en la materia. 


Como dije, es necesaria la adecuación de los servicios de los Ministerios de Desarrollo 
Social, del Interior y de Salud Pública. Creo que hay que remarcar este aspecto, a fin de buscar alguna 
forma de definición orgánica, institucional y presupuestal, es decir, una forma de gestión. 


Aquí están en juego, además, otro tipo de problemas; me refiero al derecho de las personas 
que están en esta situación de incapacidad, que también debe ser protegido. En este caso, la Ley N* 
9.581 -que determina la cobertura de las personas con enfermedades mentales- ya sea por su 
naturaleza, por la composición del grupo de los sin techo o porque, de alguna manera, establece 
garantías que sería bueno que se pusieran en funcionamiento, podría servir también como norma 
complementaria y análoga. En ese sentido, lo que vamos a proponer es que deberá protegerse el 
derecho de estas personas, para lo cual se tendrán que implementar las garantías análogas a la esa 
ley que rige para los enfermos mentales, según lo que establezca la reglamentación. Nuestra 
propuesta es complementaria a esta iniciativa y la presentamos en el entendido de que podría servir de 
ayuda en esta situación. 


SEÑOR CARRERA.- Creo que se ha hecho un aporte a la redacción y, a la vez, se ha planteado una 
interrogante. 


Ante todo, señalamos que durante todo el año se ven personas en situación de calle, pero es 
claro que en invierno, por cuestiones climáticas, la circunstancia se agrava mucho más, pues es de 


más riesgo. 


Por otro lado, cuando propusimos el concepto de situación de vulnerabilidad, incluimos en él 
la definición de todos los problemas que son físicos y mentales, como así también todas las situaciones 
de riesgo vinculadas a la violencia o al delito. 


Es cierto que existen otras leyes que abordan esta situación; por eso, desde nuestro Servicio 
Jurídico se nos sugirió que se especificara que las personas debían estar moral o materialmente 
abandonadas. Reitero que, ciertamente, esas situaciones ya están contempladas en esas leyes de la 
década del 40; simplemente, nuestra idea era incluir en ese concepto a las personas que tienen 
problemas físicos o mentales, o que están expuestas a las situaciones que mencioné. Se trata de un 
aporte que puede ser incorporado, o no, por los señores Senadores. 


Nuestra intención es prevenir situaciones de riesgo y, en ese sentido, damos nuestro apoyo 
con todo lo que esté a nuestro alcance. Sin embargo, por más que esa sea nuestra intención, quienes 
tendrán que organizar el servicio para ayudar a estas personas serán las autoridades del MIDES y del 
Ministerio de Salud Pública. Nuestras obligaciones no son directas ni tienen una envergadura mayor. 


SEÑORA MOREIRA.- Quiero hacer una consulta muy breve. 


Según entiendo, la iniciativa del Ministerio del Interior se debe a lo siguiente. Como estas 
personas no dan su consentimiento, habría una iniciativa del Ministerio de Salud Pública o de los 
médicos a través de la cual se certifica el estado de gravedad de la persona, luego de lo cual el 
Ministerio del Interior interviene llevándolas a un refugio. Mi planteo está dirigido a la señora Senadora 
Xavier y también, de alguna manera, al Ministerio del Interior, pensando en la infraestructura que este 
tiene para hacerse cargo de la internación compulsiva. En definitiva, ¿ese sería el rol del Ministerio del 
Interior? Repito, esta consulta está dirigida a la señora Senadora Xavier, pero también al representante 
del Ministerio del Interior. 


SEÑORA XAVIER.- No hay duda de la tarea permanente de los diferentes Ministerios, pero lo cierto es 
que también hay un incremento de los casos. Por lo tanto, quizás sea posible que, a raíz de una tarea 
sostenida, las personas terminen accediendo a concurrir a algún lugar que los proteja. 


Sabemos que en esta materia hay muchos mitos. Dos de ellos, por ejemplo, fueron 
derribados cuando compareció el Ministerio de Desarrollo Social. Se dice que uno de los lugares a los 
que se traslada a personas en situación de calle con mascotas tiene solo tres animalitos; entonces, 
quien está en esa situación aduce que no va a ir al refugio porque no puede llevar a su mascota. Se 
trata de un argumento muy fuerte que incluso hemos visto en notas periodísticas, pero no se condice 
con la realidad que mencionó el Ministerio. 


El otro argumento es que no comparecen porque no pueden llevar sus pertenencias. Sin 
embargo, en todos los refugios diarios, nocturnos o de veinticuatro horas, hay lockers; entonces, es 
claro que no podrán llevar un carro, pero sí sus pertenencias. 


En definitiva, creo que un porcentaje de estas personas, sin conocer sus derechos, se vuelca 
con rapidez a la situación de calle sin atender las respuestas que estamos en condiciones de poder 
dar. Por lo tanto, entiendo que hay una cantidad de gente que va a acceder si se le explica 
adecuadamente. No digo que esto no se esté haciendo, sino que se debe verificar si eso se acompasa 
con el incremento de personas en situación de calle y su reconocimiento, o no, de los derechos que les 
asisten. 


Por otra parte, este proyecto de ley no está hecho para el levantamiento compulsivo. Sin 
embargo, si la resistencia de la persona se mantiene y hay riesgo de que enferme gravemente y pueda 
morir -como ha ocurrido en varios episodios antes de que formalmente llegara el invierno- se prevé que 
el Ministerio del Interior pueda colaborar con la gente del MIDES y del Ministerio de Salud Pública en 
el traslado. Ahora bien; tampoco estamos ante una situación de pérdida de las libertades, ya que se 


lleva a la persona y se la trata de recuperar, pero si al otro día se quiere ir, puede hacerlo. En todo 
caso, habrá que volver a buscarla nuevamente. 


SEÑOR CARRERA.- Como dice la señora Senadora Xavier, si los médicos de Salud Pública y los 
funcionarios del MIDES evalúan el estado de una persona y constatan que está en riesgo de sufrir 
esas vulnerabilidades, se cita al Ministerio del Interior. En realidad, básicamente actuamos como 
auxiliares de esas Carteras. 


SEÑOR DA ROSA.- Si bien naturalmente estamos de acuerdo con la filosofía inspiradora de este 
proyecto de ley, queremos hacer las siguientes puntualizaciones. 


Por más que se argumente que una persona no está en sus óptimas condiciones como para 
adoptar una decisión de manera absolutamente libre, creemos que nunca debemos desviarnos de un 
principio esencial en la vida, como es la custodia del valor de su libertad, sobre todo, de su libertad de 
decisión. Es evidente que corresponde a la persona decidir si quiere ir, o no, a un determinado lugar en 
el que se le brinde tratamiento y protección. Claro que una excepción a ello es que se registre una 
situación sanitaria en la que esté comprometida la salud, puesto que nuestra Constitución dice que la 
protección de la salud es no sólo un derecho, sino un deber. Justamente, esto constituye el límite a ese 
principio de libertad que rige como principio general en las decisiones de las personas, incluso de 
aquellas que se encuentran en situación de calle. 


No obstante lo expuesto, quiero decir que no me queda bien claro qué es lo que este 
proyecto de ley introduce a lo que ya se hace en forma habitual. Actualmente, a través de 
determinados servicios, las personas que tienen problemas de salud son derivadas a las dependencias 
correspondientes para ser atendidas, es decir, no quedan abandonadas. Creo que en nuestro 
ordenamiento jurídico hay normas legales que permiten hacer tal cosa; por eso, me gustaría saber qué 
es lo que este proyecto de ley estaría aportando respecto de lo que ya existe, está permitido y 
normalmente se hace frente a situaciones de esta naturaleza. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia comunica que antes de desarrollar esta temática a nivel 
interno de la Comisión, debemos recibir a representantes de otros Ministerios y organizaciones para 
que nos den su opinión sobre el proyecto de ley. 


Por otra parte, nos gustaría saber si sobre el concepto de vulnerabilidad ya se tiene pensado 
algo o si hay algún material escrito, de forma tal de poder incorporarlo como elemento de trabajo de la 
Comisión. 


SEÑOR CARRERA.- Efectivamente, señor Presidente, haremos llegar el material por e-mail. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien. 


La Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión agradece al Director General de Secretaría 
los aportes realizados. 


(Se retira de Sala el Director General de Secretaría del Ministerio del Interior) 
(Ingresan a Sala representantes de la Comisión Honoraria del Patronato del Psicópata) 


-En nombre de la Comisión tenemos el gusto de recibir a los integrantes de la Comisión 
Honoraria del Patronato del Psicópata a los efectos de conocer qué opinión les merece el proyecto de 
ley relativo a personas en situación de calle y la obligatoriedad de su asistencia. De más está decir 
que esta iniciativa es socialmente muy importante. Por tal razón nos gustaría escucharlos para, de esa 
forma, enriquecer en lo posible la discusión y poder aprobar el proyecto de ley. 


SEÑOR TENENBAUM.- Mi nombre es Hebert Tenenbaum, actualmente soy el Presidente interino de 
la Comisión Honoraria del Patronato del Psicópata y, además, soy el Director del Programa de Salud 
Mental del Ministerio de Salud Pública. 


En cuanto al proyecto de ley que nos enviaron, particularmente nos vamos a referir -porque 
creo que para ello nos han convocado- a la situación de las personas que están en situación de 
intemperie o de calle y que tienen algún tipo de trastorno o padecimiento mental. 


La información que tenemos a través del Ministerio de Desarrollo Social es que muchas de 
las personas que están censadas o registradas a través de distintos programas tienen algún tipo de 
trastorno psiquiátrico. 


Existe una ley, que no es muy conocida, la N* 9.581, por la que se crea la Inspección General 
del Psicópata, y contiene varios artículos que refieren al tema. Justamente, nos acompaña el adjunto a 
la Inspección General del Psicópata, porque su titular, Antonio Aguirre, no pudo concurrir. Esta 
Inspección tiene como función legal proteger y velar por los pacientes que tienen algún tipo de 
trastorno. Por supuesto que la palabra “psicópata” es de otra época y que hoy en día no es de recibo, 
aunque su concepción sí lo sea. En varios de los artículos de esta ley se establece la posibilidad de 
internar compulsivamente a la persona que tiene un trastorno mental y que no se encuentra lúcida o 
en estado de conciencia. Eso está reglamentado y, a su vez, el médico o el director del 
establecimiento que recibe al paciente tiene que comunicar el hecho a la Inspección General del 
Psicópata dentro de las 24 horas, que es la que controla este tipo de procedimiento. Más allá de estas 
disposiciones legales, tanto desde el Ministerio de Salud Pública como de la Comisión Honoraria, se 
tiende a llevar adelante políticas de rehabilitación, porque no se trata solamente de internar, sino de 
ofrecer distintos dispositivos por los cuales las personas, de acuerdo al trastorno que tengan, puedan 
ser reinsertadas a nivel social. Esto va a depender del trastorno y de la capacidad de la persona. Esa 
es la política que lleva adelante la Comisión Honoraria del Patronato del Psicópata, que tiene un centro 
de rehabilitación en cada uno de los 19 departamentos y que atiende a una población de personas con 
trastornos mentales. 


Entonces, pensamos que lo que debemos ofrecer a estas personas son políticas que les den 
soluciones, es decir, no se trata solamente de sacarlas de la situación de intemperie, sino de brindarles 
un tipo de asistencia que permita asegurar su reinserción social. 


Hay también otro tema que estamos impulsando desde el Ministerio; en realidad, esto se 
viene haciendo ya desde períodos anteriores. Como los señores Senadores saben, los 
establecimientos de internación de pacientes crónicos que existen son las colonias psiquiátricas 
Etchepare y Santín Carlos Rossi. El Ministerio, junto con ASSE, ha llevado adelante una política de 
disminución de los ingresos, porque consideramos que, justamente, lo que debemos generar son 
políticas alternativas. Lo que se lleva adelante en otros países es lo que se llama “sistemas 
residenciales”; casas de salud donde las personas que tienen un trastorno mental crónico, es decir, un 
padecimiento de por vida, pero que no están en una crisis ni en un delirio, puedan convivir. En ese 
sentido, en este momento hay una carencia de ese tipo de dispositivos. A nivel público, el MIDES tiene 
dos casas, una en Casavalle y otra en Chimborazo, y a nivel privado hay un sistema de residencias o 
de casas de salud. En el Ministerio estamos por comenzar a generar una reglamentación de este tema, 
porque hay situaciones muy dispares, desde casas en que podemos decir que la atención es digna 
hasta otras donde realmente se hace una explotación del paciente. Creemos que todo esto debe ser 
regulado, pero la política debe ser impulsar estas soluciones alternativas, en las que no solamente se 
le dé techo y comida al paciente, sino que pueda ser atendido en el marco de una política de 
rehabilitación y reinserción. 


SEÑORA ROCA.- Mi nombre es Ana Roca, soy la Secretaria de la Comisión Honoraria del Patronato 
del Psicópata y también integro la Federación de Familiares de personas con Enfermedades Mentales. 


En primer lugar, quiero decir que desde los dos ángulos -que en el fondo son el mismo, 
porque estoy en la Comisión Honoraria por ser representante de familiares, al igual que el señor 
Tesorero- estamos de acuerdo, en principio, con la motivación que tiene este proyecto. De manera que 
el “Qué” lo tenemos claro y nos parece bueno que una Comisión y el MIDES trabajen en este tema. 


Pero pensamos que no se ha trabajado lo suficiente con el “Cómo”. Creemos que desde distintos 
ángulos -la Inspección, la Comisión Honoraria, los grupos rehabilitadores, los familiares, etcétera- 
tendría que elaborarse más esto. En este sentido pueden contar no solamente con nuestro apoyo, sino 
también con nuestra participación. Consideramos que hay que buscar espacios, mayoritariamente 
diurnos, donde se pueda internar a esta gente. La idea es que tengan un lugar donde vivir si están en 
situación de calle, pero no que estén presos. Es claro que esto no sirve, porque, en definitiva, lo que se 
logra es transformar a la persona en un alienado más dentro de la colonia. Justamente, muchos 
estamos tratando de que esto se vaya descomprimiendo y se busquen otras soluciones, como forma 
de recuperar nuestra manera de ser y el respeto hacia los otros. Creemos que si a estas personas, a 
las que se recoge con la mejor de las intenciones, porque arriesgan su vida viviendo en una situación 
de una precariedad espantosa, se las mete en un lugar que las va a deshumanizar más, como las 
colonias, no hacemos mucho por ellas. Evidentemente debemos llevarlas a ciertos lugares, pero no 
apresarlas, porque entonces van a volver a la calle. 


Lamento hablar de esto porque tengo un hijo con problemas psíquicos y cuando recuerdo 
cosas como estas pienso en él; no es que no sienta la necesidad de hacer algo por ellos, pero veamos 
cómo lo logramos. Disculpen, porque ustedes son parlamentarios, pero lo cierto es que a veces en este 
país se despilfarra mucho. Es más; existen varios locales vacíos, hay dinero que de pronto se podría 
utilizar mejor y hay muchas voluntades que quizá podrían tener mejor destino. Vamos a juntarlas, a 
buscar casas, lugares y recursos ya que, en ocasiones, se contrata gente en exceso mientras que para 
otras cosas nos hace falta. 


Aquí hay todo un cuerpo parlamentario que tiene la posibilidad de discutir, revisar leyes y 
buscar enmiendas ciudadanas, porque a veces adoptamos soluciones -y disculpen otra vez- 
paternalistas. Nos angustia la situación de un ciudadano como nosotros y salimos corriendo. No digo 
que no haya que salir corriendo, pero tratemos de que en la corrida haya algo real para darles. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR NOGUEIRA.- Mi nombre es Alejando Nogueira y soy doctor, asesor y adjunto del doctor 
Antonio Aguirre, Inspector General de Psicópatas. 


Por la ley de creación de la Comisión Honoraria del Patronato del Psicópata, que es un 
organismo paraestatal de Derecho Privado, el doctor Aguirre, Inspector General de Psicópatas integra 
y dirige, justamente, esa Comisión, es decir, el CHPP. Ahora bien; la Comisión Honoraria corresponde 
al Patronato del Psicópata y la Inspección es la Inspección General del Psicópata, lo que me gusta 
aclarar bien porque se trata de dos instancias diferentes. La figura de Inspector se creó por la ley 
sobre la Dirección de la Comisión Honoraria del Patronato del Psicópata, pero al mismo tiempo es 
Inspector General de Psicópatas, figura que por la Ley N* 9.581, de agosto de 1936, fue creada para 
cuidar y legislar los derechos de los pacientes portadores de trastornos mentales. En aquella época se 
les denominó psicópatas y ha quedado hasta este momento en forma un tanto estigmatizante, ya que 
resulta de quinta película de matinée, por decirlo suavemente. 


Hecha la presentación y habiendo dado el mapa conceptual, deseamos felicitar a los señores 
Legisladores por la iniciativa, por haberse preocupado por estos conciudadanos y por invitarnos a 
concurrir a esta Comisión. 


La Ley N* 9.581 no abarca todos los casos, sino algunos, y si bien ha habido muchos intentos 
de perfeccionarla, sigue siendo válida y está en pleno uso. Les hacemos llegar el nombre del Inspector 
y de los dos adjuntos con nuestros respectivos celulares así como todas las leyes -aunque ustedes las 
pueden conseguir on líne- sobre todo la N* 9.581, que sigue exactamente igual. 


Como todos hemos pensado mucho respecto de este tema -sobre todo el doctor Aguirre- 
deseamos solicitarle a la Comisión la gentileza de brindarnos un espacio de tiempo y un rotafolio o un 
pizarrón con tizas de colores para exponerles un poco acerca de la ubicación, porque el mapa de lo 
que es la salud mental en lo conceptual es algo que hay que explicar para entender de qué se trata. 


Ahí se ven las áreas de la DIGESA, ASSE, Patronato dentro de ASSE y de la Inspección. 
Algunas partes son normativas, otras de política de salud y otras que tienen que ver con el prestador 
ASSE, que es el que ejecuta los servicios de salud, es decir uno de los actores dentro del Sistema 
Nacional Integrado de Salud. En definitiva, desde la Inspección nos interesaba contar con un tiempo 
especial para dar nuestra particular visión. 


SEÑORA XAVIER.- En primer lugar, quiero agradecer a la delegación por venir. Por supuesto que no 
podíamos dejar de escuchar vuestra opinión en un aspecto que puede implicar a las personas en 
situación de calle. Sin embargo, no creemos que este sea exclusivamente un problema de gente con 
enfermedades mentales en situación de calle ni que se trate de gente que está en esa situación para 
delinquir y, por lo tanto, que sea un riesgo para la sociedad; esas situaciones se dan y ambas tienen 
una solución legal. 


Lo que nosotros decimos es que cada vez hay más gente en situación de calle que está 
amenazando su propia vida. Las razones pueden ser muchas; algunas las conocemos y otras todavía 
no. Tal vez, cuando terminemos de conocerlas todas haya muchos más muertos que los que ya 
llevamos con estos fríos. 


Todos conocemos el actual perfil de las personas en situación de calle con enfermedades 
mentales y adicciones a drogas, pero también hay otros problemas. La idea no es votar una norma 
legal con carácter represivo, sino de protección al derecho a la vida de esas personas que, tal vez por 
una situación circunstancial, no tienen claro qué es lo que deben hacer. Además, nos parece que tiene 
que llamarnos la atención el hecho de que ese incremento se dé a contrapelo de una mejoría evidente 
en el país. En ese sentido, con la señora Ana Roca, hemos participado en varias instancias de debate 
acerca del sistema de cuidados y ella siempre reclama un sistema de cuidados para las personas que 
tienen alteraciones mentales y para quienes las cuidan. 


Como dije, acá no hay necesariamente un riesgo contra la sociedad, aunque puede haberlo, 
porque quien está en situación de calle es vulnerable a que el delito se dé contra él o que él se vea 
envuelto por el delito. Además, hay que tener en cuenta que cada vez hay gente más joven en esa 
situación. 


Tampoco podemos decir que el perfil de la gente que vive en la calle sea siempre el mismo. 
Ustedes sabrán mejor que nosotros que varía en términos de edad, sexo y de otros factores por los 
cuales llegan a esa situación. Lo que nosotros queremos es que no se nos muera más gente en la 
calle, aunque tengamos que ir todas las noches a buscarlos para que pasen la noche en un refugio y 
que al otro día se vayan. Si la persona permanece en el refugio será porque se le encontró algún tipo 
de patología que amerita -en lo que se aplica otra norma- su tratamiento compulsivo. 


En definitiva, nosotros queremos dar al Estado la herramienta - no queda claro que la tenga- 
de poder levantar a alguien de la calle contra su voluntad por estar en riesgo de enfermedad o de 
muerte. Si, por ejemplo, hay una persona en la calle en camisilla y hay dos grados bajo cero, es casi 
seguro que va a morir de hipotermia. Como dice el artículo, hay elementos que deberán ser 
confirmados por un médico, pero éste no puede hacer un diagnóstico psiquiátrico o dar una orientación 
final. Hay una cuestión de gestión que no puede ser determinada acá; podemos hacer una ley que 
acerque más hacia un lado o hacia el otro el papel del Estado, pero el objetivo de este proyecto de ley 
es que el Estado se haga responsable de levantar, aun contra su voluntad, a aquellas personas que se 
encuentran en riesgo. No lo indicamos para todas las personas en situación de calle sino para 
aquellas que corren el riesgo de perder la vida o de enfermar gravemente. Se me podrá preguntar si un 
profesional, en pleno invierno, se va a arriesgar a decir que no se está frente a esa situación. 
Realmente, no lo sé, pero si es necesario acotarlo, de alguna manera hay que hacerlo para poder 
financiar y dar sostenibilidad al sistema. 


Nosotros consideramos que no hay que confundir esto con una ley represiva -contamos con 
las herramientas necesarias- y tampoco con el instrumento que les brinda a ustedes la posibilidad de 
actuar. La realidad es la siguiente: cada vez hay más gente en situación de calle y esas personas 
parecen tener un perfil de alteraciones psiquiátricas o adicciones. Entonces, queremos dar al Estado 


una herramienta para que vele por el derecho a la vida de esas personas, que es lo que de alguna 
manera prevé la Constitución. 


SEÑOR UMANSKY.- Confieso que la exposición que realizaron los integrantes del Patronato reafirma 
lo que de alguna manera nosotros estábamos intentando promover, que es la consideración de esta 
situación a través de la Ley N* 9.581. ¿En qué consiste la fortaleza de esta ley? Obviamente, por los 
años que tiene, el Estado uruguayo ya sabe cómo aplicarla y tiene una amplia experiencia al respecto. 
Tan variada es esa experiencia que hoy en día permite la disponibilidad de sus colonias psiquiátricas y 
está logrando, a través de tendencias modernas, deshabitarlas para ir integrando a las personas con 
patologías mentales a una vida común. 


Es evidente que aquí se están confundiendo dos cosas: la urgencia por resolver el tema -no 
cabe duda que todos la tenemos, y bienvenido que sea así- y el planteamiento de un estatuto mínimo 
donde se consideren las situaciones que no denominamos más como patologías mentales sino -30, 40 
o 50 años después de las leyes que generaron estas situaciones- de otra manera. El Ministerio del 
Interior utiliza el vocablo “vulnerabilidad”, y pienso que podemos llamarlas “vulnerabilidades varias” o 
“extremas vulnerabilidades sociales”. Estimo que el Estado uruguayo -tema no menor- tendría casi el 
deber de reformar, a través de políticas específicas, el tratamiento de estos casos. 


Aunque parezca paradójico, todo esto tiene que ver con el gran tema de la reforma del 
Estado porque, ¿cómo juntamos los recursos que consiguen los diversos Ministerios con esfuerzos 
denodados? Doy fe de que -como señaló uno de los integrantes del Patronato- muchas veces están 
sumamente desperdiciados. Personalmente, me tocó actuar en la gestión pública y administrar parte 
del patrimonio del Estado. Ni siquiera se sabía cuántos inmuebles tenía el Estado, y a través del intento 
que hicimos en esos años -30 años atrás- se supo un poquito más, pero no mucho. Esto forma parte 
de los recursos que se podrían tener para desarrollar políticas específicas. Si en el día de mañana se 
debe enviar a una de estas personas a una residencia normal -y no protegida- obviamente vamos a 
necesitar nuevas locaciones y el Estado tiene un excedente de inmuebles. 


Por otro lado, lo que surge cuando vemos el organigrama del Patronato es que si pueden 
cumplir con todo lo que allí se dice, realmente hay que felicitarlos. 


SEÑOR TENENBAUM.- Quiero aclarar que el organigrama al que se refiere el señor Senador lo trajo 
el Inspector General del Psicópata. 


SEÑOR UMANSKY.- Está bien, pero no lo tomo stricto sensu sino como un perfil de cómo se 
atienden las cosas. 


Insisto en que para que las políticas sociales sean realmente aplicables, deben estar bien 
focalizadas. Aquí, tradicionalmente y desde hace muchos años -no se trata de un problema de esta 
Administración- se da una dispersión de esfuerzos, de funciones, de cometidos y de recursos. 
Tampoco se focalizan las políticas, existiendo una falta de preocupación por la gestión. Entonces, 
pienso que debemos buscar un sistema intermedio, atendiendo la urgencia -como dice la señora 
Senadora Xavier- y estableciendo, en forma gradual, cómo se internarían estas personas con un 
tratamiento de ese tipo. Pero, luego, deberíamos continuar con los mecanismos existentes. 
Justamente, con anterioridad yo había propuesto -a instancias del señor Senador Solari- que esto 
estuviera bajo la cobertura de la Ley N” 9.581, porque pienso que el Estado ya tiene mucha 
experiencia en esto y es buena cosa que aprovechemos nuestras fortalezas. En realidad, siempre nos 
pasamos quejando de las debilidades del Estado, pero cuando tenemos fortalezas no las 
reconocemos. 


Por lo tanto, creo que debemos buscar alguna forma de atender las urgencias que plantea la 
señora Senadora Xavier, pero también debemos tener en cuenta que este tema es a largo plazo y de 
largo alcance. Es decir, no se trata solo de traer a la persona, sino de darle un camino o una salida a 
esa situación. 


En consecuencia, adelanto que luego voy a plantear una pequeña modificación al proyecto 
de ley, a efectos de atender este tipo de elementos; me refiero a lograr una cobertura análoga a la de la 
Ley N* 9.581, tratando de que el Estado coordine sus esfuerzos. Como ya dije, está próxima la 
Rendición de Cuentas, por lo que podemos crear un proyecto o coordinación de programas que 
permita focalizar realmente a quienes queremos cubrir y atender todas las urgencias. Considero que no 
podemos seguir con un Estado disperso, golpeando en varios lados, dilapidando recursos y que 
quienes realmente están afectados no puedan gozar del beneficio que demanda toda la sociedad. Este 
no es un problema de los Legisladores o de los funcionarios públicos, sino que es un problema social, 
pues la sociedad en su conjunto vive y ve a las personas tiradas en la calle. Entonces, más que una 
angustia personal, este es un problema social. 


En definitiva, propongo hacer un esfuerzo, contemplando las urgencias por un lado, pero 
también protegiendo los derechos individuales, en los términos que ya conocemos. 


SEÑORA ROCA.- Debo decir que me parece excelente que esto se vea como algo urgente, pues es 
imprescindible que sea considerado de esa manera. Somos muchos los que estamos preocupados por 
este tema y en ese sentido pienso que debemos apoyarnos y trabajar juntos. De todas maneras, cabe 
preguntarse por qué hay tanta gente en esta situación, si el país está mejor. Quizás hacernos esta 
pregunta es más doloroso que hacernos otras. 


Ahora bien; cuando yo me llevo una persona para salvarle le vida, dicha persona ya fue 
visitada por el MIDES y por mucha gente, y, por lo tanto, es evidente que no quiere ir a un refugio. 
Entonces, si yo la llevo, ¿cómo la mantengo en ese lugar? Digo esto porque no podemos terminar 
dejándola presa. Entonces, nos preguntamos cómo mantenemos en un refugio a una persona joven 
que no quiere salir de la calle. En ese sentido, creo que debemos tener una alternativa mediante la cual 
podamos decir que no se trata de un refugio, sino de un centro de rehabilitación, por lo que podríamos 
decir al muchacho que estamos trabajando para que tenga otra calidad de vida y que no puede salir 
hasta tanto no pasen equis días. Entonces, no estoy diciendo que llevemos a la persona para que al 
día siguiente se vaya, lo cual no está mal, pero eso se logró en el Uruguay con una gran cantidad de 
personas que en el invierno van a los refugios, se bañan y tienen comida. Pero ese no es el caso de 
otras tantas personas cuyo número está aumentando. Por eso, a pesar de me parece una buena idea, 
me pregunto: ¿lo lograremos sin mantenerlos presos? ¿Cómo hacemos? ¿Está resuelto este punto? 


Reitero: el Patronato, la Inspección General del Psicópata, en fin, todos, compartimos la 
propuesta. No obstante, es necesario analizar cómo hacemos para lograr que estas personas, después 
de que hace dos días que están en la institución a efectos de su desintoxicación, ingresen en un 
sistema ambulatorio y comiencen a hablar. No debemos olvidar que por ahora solamente tenemos el 
Portal Amarillo, que es un espacio de atención ambulatoria para consumidores jóvenes -no hay otro 
espacio para adictos- y que los jóvenes que andan por ahí -como se dice vulgarmente- pueden estar 
inmersos en diversas situaciones, pero sobre todo son adictos. Vivo en la Ciudad Vieja y los veo en 
grupos de tres o cuatro con una pipa; muchas veces pasa la Policía y no hace nada, allí quedan. 
Entonces, ¿nosotros vamos a abordarlos cuando están dormidos, porque están en peligro? Si, por 
supuesto, están en situación de peligro; a veces, son niños de 12 años que están fumando con una 
pipa, y claro que están en peligro: están arriesgando su vida. 


Ahora bien, somos responsables no solo de esta circunstancia, sino del conjunto de las 
situaciones. En realidad, esta gente no quiere vivir. La pregunta que debemos hacernos es por qué no 
quieren vivir. En m opinión, los vamos a sacar de esta situación con un sistema de rehabilitación 
profundo, ofreciéndoles alternativas vinculadas a la inclusión social y tratándolos como ciudadanos. 


En síntesis, no estamos en contra de nada; simplemente nos preguntamos cuál es el mejor 
sistema para lograr estos objetivos que se proponen. 


SEÑORA MOREIRA.- Antes que nada, agradezco la presencia de los representantes de la Comisión 
Honoraria del Patronato del Psicópata. 


Cuando estuvieron en esta Comisión las autoridades del MIDES presentaron un relevamiento 
de la población en situación de calle y de algunas variables, como por ejemplo, problemas de salud 
psíquica -la adicción es más difícil de relevar, entre otras cosas, porque la tenencia de droga es ilegal- 
y el porcentaje de casos llegaba al 90%. La intención de la señora Senadora Xavier al presentar este 
proyecto de ley fue que, después de dos muertes por hipotermia, se generara un instrumento legal 
para dar cuenta de esta situación. Como en el relevamiento del MIDES figura que más del 80% tiene 
problemas psíquicos, tuvimos la idea de llamar al Patronato del Psicópata. De más está decir que el 
proyecto de ley es muy específico porque se busca salvar a la persona en el momento en que su vida 
peligra. Reitero: en un principio se pensó en estas dos muertes ocurridas por hipotermia. Con esto 
pongo en perspectiva al proyecto de ley, más allá de que es necesario contar con una iniciativa 
interinstitucional más amplia y comprensiva. Esta iniciativa está acotada en el tiempo, porque como 
viene el invierno, es necesario que se apruebe rápido, pero además debe dar el mayor número de 
garantías para no violar la libertad de las personas, independientemente de su estado de psicosis. 


Hechas estas salvedades, me gustaría que nos dijeran cómo trabaja el Patronato del 
Psicópata en el abordaje de personas en situación de calle y como lo articula con las enfermedades 
psíquicas. O sea, ¿cómo funciona la articulación entre una cosa y otra? Muchas veces la adicción es 
inseparable del diagnóstico, y la adicción es más difícil de constatar que la patología psíquica. 
Concretamente, me gustaría saber cómo trabajan con eso. Este proyecto de ley es para darle al 
Estado un recurso legal para que la persona no muera en el momento. 


SEÑOR TENENBAUM.- En el Centro Nacional de Rehabilitación, que depende del Patronato, en 
general las personas que ingresas son derivadas por algún servicio de salud, como por ejemplo ASSE. 
Según tengo entendido, la situación de calle no está contemplada; se trata de personas que en general 
tienen alguna clase de contención, incluso familiar. Un ejemplo de ello es que dos de los tres 
representantes de la Comisión Honoraria del Patronato del Psicópata que hoy concurrimos a este 
ámbito son familiares de los enfermos. Precisamente, la Comisión tiene una amplia composición de 
familiares. Esto muestra que existe un trabajo muy importante de los familiares directos y de las 
agrupaciones de familiares. 


Quisiera aprovechar para hacer referencia a otro punto que mencionaba la señora Senadora. 
El área de salud mental del Ministerio está de acuerdo con la norma siempre y cuando esta sea 
acompañada por todos los otros aspectos. De lo contrario, creo que estaríamos desperdiciando una 
oportunidad histórica como la de aprobación de una ley. Cuando se habla de una persona con 
trastornos psiquiátricos, es muy difícil de distinguir la enfermedad como tal. Por eso, consideramos que 
se trata de una evaluación muy gruesa que se hizo a nivel de los equipos del MIDES que, en general, 
no están integrados por psiquiatras. Es muy difícil distinguir el estado de salud de una persona; sí es 
posible analizar la situación de un individuo que tiene una historia psiquiátrica y que ha estado 
internado, pero muchos otros pueden o no tener su historia clínica. De manera que lo que se puede 
saber es que tienen algún tipo de padecimiento psíquico. En concreto, el Patronato del Psicópata 
trabaja con personas con enfermedades mentales -de allí surge su nombre- pero a nosotros nos tienen 
que interesar todas las personas que padezcan algún tipo de sufrimiento, ya sea físico o psíquico. Las 
personas en situación de calle obviamente tienen un sufrimiento psíquico. Entonces, para que esto no 
se transforme en algo compulsivo y represivo -como decía la señora Ana Roca- debemos ofrecerles 
equipos que trabajen con ellos a través de varios abordajes disciplinarios, para que esas personas 
accedan a algún sistema de atención, rehabilitación o asistencia social. 


Cabe acotar que contamos a nivel de todo el país con las pensiones que brinda el Banco de 
Previsión Social a las personas que tienen algún tipo de discapacidad. A veces, hay problemas para 
que el Banco de Previsión Social las otorgue, pero esas pensiones sirven para financiar las casas 
residenciales. Esta es una forma para que la persona que tenga un ingreso pueda ir a una residencia. 


En síntesis, creemos que habría que acompañar la aprobación de esta iniciativa con la 
conformación de una política en este sentido y de equipos que puedan trabajar con estas personas, 
porque sino simplemente se estarían solucionando sus situaciones puntuales. Pero hay que tener en 
cuenta, además, el tipo de sufrimiento psíquico que pueden padecer estas personas por estar 
expuestas a esta situación o por haber vivido circunstancias que las llevaron a esta realidad. 
Precisamente, conversábamos con el contador Rodolfo Schicke sobre pacientes del Centro Nacional 


de Rehabilitación que en algún momento estuvieron en situación de calle, porque sus propios 
trastornos los llevaron a esa situación. 


Inclusive, creo que tenemos que brindarles algún tipo de asistencia ambulatoria o de equipos 
móviles que puedan trabajar con ellos. Por supuesto que debemos tener en cuenta la existencia de los 
equipos del Mides y las diversas políticas de salud mental -sobre las que ahora no voy a profundizar- 
que se están desarrollando a nivel de ASSE. En este momento hay 47 equipos de salud mental 
trabajando en comunidad en el país, integrados por psiquiatras, psicólogos, asistentes sociales y 
licenciados en enfermería. 


Todo esto muestra que se están implementando políticas, pero debemos intentar que estas 
personas accedan a ellas. Ese es otro tema a tener en cuenta; me refiero a la brecha que existe entre 
las personas que acceden a la atención de su salud mental y las que lo necesitan. 


SEÑOR SCHICKE.- En lo personal también integro la Comisión Honoraria del Patronato del Psicópata 
en mi carácter de familiar y en representación de la sociedad. 


Quisiera ampliar la respuesta brindada por el Licenciado Tenenbaum. Históricamente, el 
Patronato ha recibido pacientes o usuarios que son derivados por los médicos tratantes, pero en la 
actualidad estamos analizando la posibilidad de celebrar un convenio con la Dirección Nacional de 
Integración Social del MIDES, cuyo Director es el señor Sebastián Pereira, tendiente a atender el 
refugio al que normalmente asisten 40 personas. La idea es armar algún proyecto que permita, por lo 
menos a nivel de Montevideo, tratar a esa gente como corresponde. Es decir que no solamente estén 
de noche en el refugio y que después alguno de ellos vaya a un centro diurno -insisto, creo que son 
cuarenta- sino que exista la posibilidad de que se brinde asistencia masiva, que es lo que la Ley del 
Patronato prevé, aunque históricamente hemos funcionado así. Hoy tenemos la posibilidad de decir 
todo esto porque los familiares integramos el Patronato y creo que podemos dar una visión diferente de 
la que normalmente se tiene hasta que a uno le toca enfrentar una situación de este tipo. Estoy 
totalmente de acuerdo con que es urgente, aunque más allá de los términos de la ley y de su espíritu, 
la reglamentación es lo que pone en funcionamiento la ley y para eso hay que dar por lo menos un 
plazo. 


También integro la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado como delegado del 
Patronato y debo decir que advertimos un incumplimiento importante en cuanto a los plazos para 
reglamentar la ley de discapacidad. Se había fijado un plazo de 180 días, que finalizó hace rato. Los 
integrantes de la Comisión hemos empezado a funcionar en grupos para intentar reglamentar los 
muchos capítulos que tiene la ley, pero si no damos un plazo para que se concrete, la urgencia termina 
en el articulado. 


Por último, quisiera agregar que el artículo 37 de la Ley de Protección Integral de Personas 
con Discapacidad también le asigna a la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado la tarea de 
promover la creación de hogares para la internación total o parcial para personas con discapacidad, 
cuya atención sea imposible -según dice la ley, pero es muy genérico- a través del grupo familiar. Me 
parece que de alguna manera este artículo vincula las obligaciones de la Comisión Nacional Honoraria 
del Discapacitado con aquellos casos en los que una persona ya fue retirada de la calle y se detecta 
que necesita atención. En algunos casos, esto puede no tener nada que ver con el hecho 
circunstancial de alguien que tuvo un problema familiar y se quedó en la calle, pero al otro día puede 
volver o no a su casa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece su participación y los aportes realizados. 
(Se retira la delegación de la Comisión Honoraria del Patronato del Psicópata) 
(Ingresa a Sala la Directora General Interina de la Salud del Ministerio de Salud Pública) 


-Damos la bienvenida a la señora Directora General Interina de la Salud, ingeniera química 
Raquel Ramilo, a quien hemos invitado a participar en la consideración de este proyecto de ley relativo 


a las personas en situación de calle, para que nos dé a conocer la importante opinión del Ministerio de 
Salud Pública con respecto a este tema. 


Sin más trámite, le cedemos el uso de la palabra. 
SEÑORA RAMILO.- Buenas tardes y muchas gracias por la invitación. 


Antes que nada, quiero decir que estuvimos analizando, junto con el señor Ministro, cuáles 
serían los aspectos que deberíamos planificar en caso de ser aprobado este proyecto de ley. En 
realidad, quería que los señores Senadores supieran que, aparte de que el Ministerio de Salud Pública 
participa en el Gabinete de Políticas Sociales, se lleva adelante un seguimiento por parte de ASSE, 
trabajando conjuntamente con el Ministerio de Desarrollo Social, y se cuenta con la asistencia de un 
psiquiatra para atender las situaciones de calle y otro para los refugios. 


Conjuntamente con el Ministerio de Desarrollo Social, estamos tratando de clasificar el tipo 
de patologías que abarcaremos en caso de aprobarse este proyecto de ley para evaluar si el sistema 
está preparado en este sentido y qué refuerzos deberíamos darle. Es decir que estamos constatando 
cuántas puertas tenemos disponibles y, a su vez, analizando posibles clasificaciones, de acuerdo con 
las patologías, para definir el número de personas que se podrá recibir por puerta y el equipo de salud 
que debería implementarse a estos efectos. 


En principio, entendemos que seguramente será necesario incluir a un psicólogo y a un 
psiquiatra en ese equipo de salud, fundamentalmente pensando en que hay que captar a algunos 
pacientes y también contar con su voluntad expresa en ese sentido. Deberemos tener en cuenta la 
patología, la experiencia que se ha tenido con personas que alcanzaron ese nivel de riesgo y cuántos 
serían los días de internación necesarios, hecho que probablemente sea reiterado porque estamos 
hablando de la captación de personas que se niegan a incorporarse al sistema; este es un problema 
cultural. Hablamos de internaciones reiteradas porque pensamos que, en muchos casos, no será una 
sola. Todo esto se haría con el fin de evaluar la situación y conocer su peso económico adicional, es 
decir, cuánto deberíamos agregar al presupuesto que tenemos asignado. 


En grandes líneas, esas son evaluaciones destinadas a ponernos al tanto del tema y a recibir 
adecuadamente a este tipo de personas en situación de calle; aclaro que ya las estamos recibiendo, 
pero en este caso estamos hablando de aquellas que se niegan a ser atendidas. 


Por otra parte, tenemos que analizar jurídicamente el tema, porque a través de la ley que 
declara los derechos y las obligaciones de pacientes y usuarios, hay situaciones de emergencia que se 
pueden atender aun cuando las personas no den su autorización expresa. En los hechos, hay 
mecanismos en los que probablemente no se den esas circunstancias, como los casos donde exista 
representación legal o aquellos en que los familiares no estén de acuerdo porque comparten la misma 
situación. Justamente, creemos que es necesario buscar alternativas jurídicas que tengan en cuenta 
esas situaciones porque, tal como está planteado el proyecto de ley, quizá sea difícil de aplicar. Incluso, 
puede pasar que en algunos casos no encontremos un autorizante, como lo exige la ley de pacientes y 
usuarios de los servicios de salud. 


En definitiva, esto es muy resumidamente lo que estamos intentando realizar. 


SEÑORA XAVIER.- Agradezco a la representante del Ministerio de Salud Pública su concurrencia a 
esta Comisión. 


En estas instancias en que discutimos el proyecto de ley en conjunto con quienes luego 
deberán implementarlo, queremos dejar bien claro qué es lo que se pretende y qué no, porque 
habitualmente a través de una ley todos quieren solucionar el mundo. Esta iniciativa, en la medida de lo 
posible, pretende que no sigan falleciendo personas en situación de calle por negarse a lo que la 
Constitución las obliga, que es cuidar de su propia salud. Obviamente, esta obligación que tenemos las 
personas se complementa con la acción del Estado, que debe garantizar formas de hacerla efectiva. 


Por lo tanto, debemos tener en cuenta el aspecto de los derechos individuales. Si bien 
algunas personas lo argumentan para no estar de acuerdo con un proyecto de esta naturaleza, 
creemos que hay amparo constitucional abundante como para decir que es una responsabilidad del 
Estado y de las personas cuidar de sí mismas. Por lo tanto, el Estado debe garantizar que ese cuidado 
se haga efectivo. 


En definitiva, con esto no estamos tratando de solucionar insuficiencias de otro tipo, sino 
solamente de impedir que aumente el número de personas en situación de calle. En general, han 
mejorado la situación del país y los mecanismos sociales como para tener políticas que desarrollen 
diferentes alternativas para estas personas; sin embargo, el número crece. Seguramente no se trata de 
que las políticas sean malas, sino de que en el perfil de estas personas que componen el contingente 
de calle hay un elemento del cual no tenemos acabado conocimiento ni la mejor política para evitarlo, 
pero es un fenómeno que ocurre en todas las ciudades del mundo. 


De todas maneras, no queremos llegar a dos consecuencias negativas: que muera mucha 
más gente y que termine siendo un aspecto netamente represivo, como el que ha “solucionado”-lo digo 
entre comillas- esta situación en otras ciudades. Si se actuase a través de un mecanismo represivo, 
habría marco legal para hacerlo, pero esa no es la intención del proyecto de ley; a su vez, si esto 
sucede exclusivamente en el caso de personas con afecciones psíquicas -el perfil de la actual 
población en situación de calle lo revela en un número absolutamente mayoritario, aunque no siempre 
ha sido así- creemos que también podría existir marco legal. Estamos ante una circunstancia un poco 
más compleja. Además, desciende la edad de quienes se agregan a la situación de calle y hay un 
componente que también es importante, que es el consumo problemático de drogas. 


Más allá de las disposiciones constitucionales -en las que, sin duda, los derechos de las 
personas deben ser contemplados- advertimos que en nuestro país no se ha aprobado normativa 
alguna que regule el suicidio asistido, porque hay un rechazo muy claro en este sentido. Por lo tanto, 
argumentar que esas personas tienen derecho a morirse en la calle, no parece ajustarse a lo que 
disponen las normas vigentes ni otros marcos legales sobre los que se ha discutido. Recuerdo que 
cuando debatimos sobre el ayudar a bien morir, numerosos intentos de confusión llevaron a decir que 
se trataba de un suicidio asistido y no de evitar el ensañamiento terapéutico y, justamente, ayudar a 
bien morir. 


En lo personal, consideré como facilitador el otro marco legal al que aludió la ingeniera 
Ramilo, es decir, la Ley N* 18.335, relativa a los derechos y deberes de los pacientes y usuarios de los 
servicios de salud. En realidad, me gustaría saber qué inciso de qué artículo podría estar generando 
una dificultad en la materia. Por ejemplo, el inciso tercero del artículo 11 da la idea de que, frente a 
situaciones de riesgo, no debería esperarse el consentimiento de la persona ni de alguien cercano a 
ella. Si bien hay personas en situación de calle que comparten su núcleo familiar, la mayoría de los 
casos apuntan a personas que están solas. Entonces, si la duda planteada es sobre el artículo 11, creo 
que constituye un elemento facilitador, más allá de que realicemos las consultas pertinentes en ese 
sentido. A su vez, si existiera algún otro artículo que pudiera verse contradictorio, me gustaría que esta 
Comisión tuviera la posibilidad de analizarlo estrictamente. 


Este tema fue discutido en la Legislatura anterior; por ello, me resultó un poco contradictorio 
que cuando se presentó ante nuestra Bancada una iniciativa de estas características -que no llegó a 
estado parlamentario- no se haya visto como lo más oportuno para dar paso a políticas sociales sobre 
las que se venía profundizando, y sí se terminara aprobando el artículo 11 de la Ley mencionada, 
donde queda claro que hay un momento en el cual, frente al riesgo, el Estado debe actuar. 


En este país no existe una opinión mayoritaria en torno al suicidio asistido -aclaro que 
no estoy juzgando, sino hablando de manera objetiva- ni, por tanto, para tolerar una situación en la cual 
una persona se abandone corriendo el riesgo de encontrar la muerte en situación de calle. 


Pensando en la implementación de la norma, hemos querido ser muy flexibles con los tres 
Ministerios involucrados, justamente porque entendemos que no siempre se trata de una población que 
revele características homogéneas. Si bien es dable cambiar la reglamentación con mucha más 
flexibilidad que el marco legal, la idea es dar satisfacción a ese tipo de demandas. Además, estamos 


convencidos de que si el Estado continúa avanzando en las oportunidades que le pueda dar a la gente, 
podría llegarse a la vuelta o reintegro a la sociedad de estas personas, como sujetos plenos. Pero, 
para llegar a eso, hay que salvarlos de la eventual muerte. 


Entonces, si bien manejamos la idea de acotar esa población, creemos que habría que dejar 
ese marco de flexibilidad para que quienes deben gestionar esto sean, justamente, los que adecuen 
una reglamentación lo más factible de ser cumplida. 


SEÑOR DA ROSA.- Ya que contamos con la presencia de una representante directa del Ministerio de 
Salud Pública, quisiera hacer una pregunta referida a esta cuestión. 


De acuerdo con la experiencia que se tiene en la materia, o en base a la información que se 
recibe a través del Ministerio de Desarrollo Social o de la Intendencia de Montevideo -que también 
tiene participación en este tema- me gustaría saber cuándo estamos hablando de riesgos de salud. 
Digo esto en función de que la Constitución de la República establece que todo habitante de la 
República debe cuidar su salud; por tanto, lo debemos considerar como un límite del principio de la 
libertad. En lo que me es personal, ante todo soy un defensor de este principio, pero también conozco 
las normas que están establecidas, tanto en la Constitución como en las leyes, en custodia de 
determinados intereses generales de la sociedad. 


En concreto, me gustaría saber, grosso modo -no necesito cifras muy exactas- qué 
porcentaje se ha advertido de casos de personas con patologías esencialmente psiquiátricas, como 
así también en qué porcentaje se detectan otras patologías que naturalmente habilitarían a ampliar los 
cometidos o atribuciones que ya están establecidos en la ley y que se deben cumplir cuando estamos 
ante una persona que está en situación de calle. 


Me parece que son datos importantes, que debemos tener presentes al momento de 
determinar los alcances de este proyecto de ley. 


SEÑOR TAJAM.- En anteriores entrevistas se han mencionado ciertas normativas que incorporan la 
internación compulsiva como herramienta, lo que nos habilita a pensar que ya se ha tenido cierta 
experiencia al respecto. Personalmente, me gustaría saber si esa experiencia tiene que ver con esta 
nueva normativa, porque me parece que, en realidad, el retiro de la situación de calle y la llegada a un 
refugio o a otro local -que puede ser una dependencia del Ministerio de Salud Pública- es lo compulsivo 
de la situación. Entonces quisiera saber cómo se maneja el tema de lo compulsivo de allí en adelante. 


SEÑORA RAMILO.- En primer lugar, señalo que todas las preguntas son muy interesantes. A su vez, 
la señora Senadora Xavier hizo una serie de puntualizaciones que también nos sirven a nosotros para 
aclarar muchas cosas, razón por la cual le agradezco particularmente. Como bien señaló la señora 
Senadora, este tema es muy complejo, porque no incluye solamente a las personas con afecciones 
psiquiátricas. Y, tal como indicó el señor Senador Tajam, existe una ley, mal llamada del psicópata, 
donde se incluye la internación compulsiva. 


Debo confesar que la cuestión del marco legal que existe me genera dudas, por lo que tendré 
que consultar al Departamento Jurídico del Ministerio. 


A su vez, como dijo la señora Senadora Xavier, en el tercer párrafo del artículo 11 hay una 
opción que habla de razones de urgencia o de emergencia, lo que me ha hecho pensar que, como es 
un tema general, deberían ser declaradas como tales. En realidad, según la citada ley del psicópata, 
las internaciones de este tipo están relacionadas con la generación de un peligro para la sociedad o 
para su propia vida, pero cuando la persona está en situación de calle, en realidad el peligro ya está 
ahí. Por mi parte tengo tendencia a pensar que a estas personas inicialmente se las va a llevar a un 
centro asistencial, más que a un refugio, porque en realidad va a ser muy poco probable que un 
médico decida en la calle que no necesitan una revisión más profunda. Lo digo con los debidos 
respetos, porque no soy médica, pero me parece que es una situación muy compleja para tomar una 
resolución de ese tipo. Eventualmente, buena parte de estas personas van a tener que permanecer 
internadas; por eso decía que dentro de la planificación hay que considerar posibles internaciones y la 


reiteración de esas, porque, como decía la señora Senadora Xavier, tenemos un país que está 
ofreciendo mejores alternativas y sin embargo tenemos varias personas en situación de calle. Por lo 
tanto, este es un problema cultural, que no se puede resolver rápidamente con una internación -eso 
queda claro- sino con asistencia individual. 


SEÑOR DA ROSA.- Además, me parece que el tema es tan profundo, máxime cuando estamos 
hablando de personas en ese tipo de situación, que tiene derivaciones hacia lo cultural y más allá; creo 
que hasta tiene que ver con la naturaleza humana. Es un tema que es bastante más profundo de lo 
que se puede examinar cuando se ven los hechos en sí. Por eso considero muy delicada la 
determinación de las conductas a adoptar por parte del Estado respecto de esas personas. 


SEÑORA RAMILO.- En definitiva, a estas personas se las va a llevar en forma compulsiva a un lugar, 
que seguramente va a ser un centro asistencial. Pero en el mismo artículo 11, en el segundo párrafo, 
se establece que el paciente tiene derecho a negarse a recibir atención médica y a que se le expliquen 
las consecuencias de la negativa para su salud. Entonces, quizás estoy equivocada, pero creo que 
deberíamos elaborar una especie de guía práctica para resolver esto. En realidad, no sé si se necesita 
decir algo más en el proyecto de ley que se está estudiando; esto lo tiene que determinar un jurista. 
Pero lo cierto es que se crea una situación que posiblemente requiera una seguridad jurídica algo 
mayor. Puede haber también otras disposiciones a considerar, pero quería hacer notar que este 
artículo 11, que establece que por razones de urgencia o emergencia se puede llegar a estas 
situaciones, al mismo tiempo dice que el paciente tiene derecho a negarse. 


Por otra parte, decía que en ASSE hay un psiquiatra que acompaña a los equipos del MIDES 
y que también trabaja en los refugios, da seguimiento a algunos enfermos con esta patología e incluso 
a veces los medica en la calle, sin internarlos, porque si la persona se niega, no se la puede obligar. Se 
sabe que hay un alto porcentaje de enfermos psiquiátricos y adictos; no me animo a dar cifras, pero se 
habla de un 80% o un 90%. Como dice la señora Senadora Xavier, tiendo a pensar que cuando se 
empiecen a clasificar realmente patologías, quizás se puedan ajustar los números. Pero no creo que 
las cifras se reviertan y se haga inversa la relación; seguramente hay muchos enfermos psiquiátricos y 
un alto porcentaje de ellos a partir de las adicciones. Esto hace que revisemos muy bien nuestro 
sistema, porque justamente la internación a nivel psiquiátrico es un tema de particular atención: 
requiere de determinados equipos, etcétera. De todas maneras, entendemos que los equipos de salud 
disponibles para esa tarea deberían contar con un psicólogo. Tengamos en cuenta que estamos 
hablando de que se ofrece una alternativa que en principio es rechazada y debe obligarse a ser 
tomada. 


Solicito al señor Senador Tajam que me repregunte su consulta. 


SEÑOR TAJAM..- En base a la experiencia que sin duda ustedes tienen, en virtud de la cual nos han 
informado que internan pacientes en forma compulsiva, ¿cómo funciona después? Porque entiendo 
que son llevados y adecuadamente asistidos. 


SEÑORA RAMILO.- En realidad, la experiencia en este sentido la tiene el Inspector General del 
Psicópata, que es el que tiene que dar particular seguimiento a esos casos. Lo cierto es que se trata de 
enfermos psiquiátricos y, por lo tanto, por la propia enfermedad, la negación a permanecer internados 
se mantiene. 


La falta de experiencia es respecto de gente que no es psiquiátrica, pero que por alguna 
razón -porque no quieren desprenderse de sus mascotas, porque no les gusta estar en refugios y 
demás- no quiere permanecer internada y desconocemos su reacción. En enfermedades psiquiátricas, 
eso se mantiene, pero la enfermedad, en definitiva, es parte del tema. 


No tengo mucho más para decir; quizá la gente del Patronato pueda aportar más elementos 
sobre el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos vuestra presencia. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 58 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


